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Se abre la sesión a las cinco y diez minutos 
de la tarde. 

El señor PRESIDENTE: Señor Ministro, se- 
ñoras y señores Diputados, creo interpretar el 
espiritu de esta Comisión al hacer pública nues- 
tra mas enérgica y firma condena por el secues- 
tro de nuestro compañero el Diputado don Ja- 
vier Rupérez. 

Mis primeras palabras tienen que ser de do- 
lor, de solidaridad y esperanza con la familia del 
señor Rupérez. Para quienes conocemos bien a 
Javier Rupérez, lo mucho que ha hecho y hace 
por la defensa de los derechos humanos y por el 
entendimiento y el diálogo pacifico entre todos 
los distintos pueblos del mundo, a nuestro dolor 
se une una irritante y profunda indignación. 

Una vez más, la violencia hace aparición 
entre nosotros y, una vez más, debemos recha- 
zarla con firmeza. La violencia no nos impedira 
nuestra decidida vocación de crear una Éspaña 
verdaderamente democrática y justa, y no alte- 
rar esta etapa tan llena de esperanza para todos 
nosotros, que son los Estatutos de Autonomia. 

En nombre propio y de la Comisión quiero 
testimoniarle, señor Ministro, nuestra solidari- 
dad y colaboración en la lucha contra el terro- 
rismo, y finalmente, exigimos, como represen- 
tantes legales populares de nuestros pueblos, la 
inmediata puesta en libertad por los secuestra- 
dores de nuestro compañero don Javier Rupé- 
rez. 

El señor Ramos tiene la palabra. 

El señor RAMOS FERNANDEZ-TORRE- 
CILLA: Para sumarme, en nombre del Grupo 
Parlamentario Socialista, a las palabras pronun- 
ciadas por el señor Presidente y manifestar tam- 
bién nuestra condena por este lamentable aten- 
tado contra la democracia. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el 
señor Cuatrecasas. 

El señor CUATRECASAS 1 MEMBRADO: 
Para reiterar lo que ya personalmente y en 
nombre de la Minoria Catalana hemos expre- 
sado en este sentido y sumarnos a las palabras 
del señor Presidente de la Comisión. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra 
don Miguel Angel Arredonda. 

El señor ARREDONDA CRECENTE: Para 
sumarnos a lo dicho por el señor Presidente y 
ratificar lo que ya esta mañana hemos expre- 
sado en la Junta de Portavoces a nuestros com- 
pañeros centristas sobre los Últimos hechos 
acaecidos. 

El señor PRESIDENTE: El señor Cisneros 
tiene la palabra. 

El señor CISNEROS LABORDA: Pienso, 
señor Presidente, que sus palabras han servido 
perfectamente para resumir los sentimientos de 
la Comisión y de todos los Grupos Politicos que 
en ella se integran, y en tal sentido seria innece- 
sario cualquier abundamiento. 

Entendemos que este nuevo y atroz hecho, 
más allá que un atentado a la democracia, al 
proceso de consolidación democrático, significa 
un desprecio a la dignidad del Estado, un nuevo 
atentado contra las libertades y los derechos 
humanos, un intento de poner en riesgo los 
supuestos Últimos en que se fundamenta la con- 
vivencia civil. 

Como Portavoz del Grupo Parlamentario 
Centrista, al que pertenece Javier Rupérez, 
quiero unirme a los sentimientos que el señor 
Presidente ha expresado y agradecer las mani- 
festaciones de los Portavoces de los distintos 
Grupos. 

El señor PRESIDENTE: El señor Ministro 
tiene la palabra. 

- 3 -  



El señor MINISTRO DE LA PRESIDEN- 
CIA (Pérez-Llorca y Rodrigo): Señor Presi- 
dente, Señorias, antes de comenzar la interven- 
ción preliminar de esta sesión informativa, qui- 
siera agradecer profundamente la expresión de 
solidaridad política manifestada por el señor 
Presidente de la Comisión y por los representan- 
tes de los distintos Grupos Parlamentarios hoy 
presentes en la misma, frente al lamentable se- 
cuestro del Diputado por Cuenca señor Rupé- 
rez. 

No puedo ocultar, señores Diputados, que yo 
comparezco hoy personalmente con el animo 
entristecido; no en vano conocí ya en el mes de 
noviembre de 1958 (por tanto, hace exacta- 
mente veintiun años) a Javier Rupérez y empece 
entonces a hacer politica democratica con él. 
Por encima, sin embargo, de esa consideración 
personal, profunda en este caso, lo importante, a 
mi juicio, es que la expresión de la solidaridad 
de los distintos Grupos Parlamentarios y del 
señor Presidente de la Comisión representa el 
mejor aval que puede tener un Gobierno demo- 
crático cuando se enfrenta con una situación 
como ésta, que, ciertamente, es una situación 
dificil. La Única solución, la Única salida es una 
salida de firmeza, una salida en la que no se 
puede aceptar el chantaje, la coacción o la 
negociación basada en esas premisas, y en esa 
salida es mucho más fuerte y mucho mas social 
y politicamente firme la posición de un Go- 
bierno democratico, que en estas cuestiones se 
siente apoyado por los representantes del pue- 
blo, con independencia, naturalmente, de la acti- 
tud y de la significación política de cada uno de 
los señores Diputados y Grupos. Reitero por 
ello mi agradecimiento a todos los que han 
intervenido. 

Comparezco hoy en esta sesión informativa 
-que fue provocada en su día por una interpela- 
ción-, y yo espero que sea la primera de una 
serie de sesiones informativas que puede haber 
sobre distintas actividades y facetas del Ministe- 
rio de la Presidencia. Pienso eso sinceramente, 
puesto que, como hoy se vera, algunos de los 
grandes temas en los que incide la actividad del 
Departamento, y fundamentalmente aquel que 
se refiere a todo lo que concierne a la Adminis- 
tración y a la Función Pública, requieren en su 
gestión politica, en su gestión de producción 
normativa, un permanente diálogo, porque no- 
sotros partimos de la premisa de que existe una 

voluntad general por parte de las fuerzas politi- 
cas de que la Administración española -y a ella 
me referiré luego con un poco más de exten- 
sión- funcione bien, funcione motivada, y que el 
colectivo de nuestros funcionarios, sobre el cual 
se basa cualquier acción política que es funda- 
mental para la vida y el transcurso de la activi- 
dad de nuestra sociedad, alcance cada vez unos 
mayores niveles de eficacia, de motivación y de 
buen hacer. 

Es evidente, por otra parte, que en esta mate- 
ria seria suicida cualquier política que preten- 
diera hacer campo de lucha de la Administra- 
ción Publica para los objetivos políticos parti- 
distas de unos u otros. La Administración Pu- 
blica es algo enormemente importante, algo en 
lo que se juega la vida del pais. Por ello, una 
concepción básica de la politica que va a seguir 
este Departamento -como luego tendre ocasión 
de exponer- será el tratar de que, sin perjuicio 
de que pueda haber decisiones u opciones en las 
que podamos estar enfrentados, precisamente 
para preservar la Administración Pública en el 
campo que le debe ser propio, se debe proceder 
sobre ella con una extrema delicadeza, con una 
extrema capacidad de dialogo. Naturalmente, es 
necesario crear los instrumentos para poder dia- 
logar con los interesados, pero también hay que 
dialogar con las fuerzas sociales y politicas, y 
dentro de las fuerzas politicas ninguna colectivi- 
dad mejor que los representantes de los Grupos 
Parlamentarios y la Comisión de Presidencia 
para iniciar lo que puede ser ese diálogo. 

Dicho esto, yo quisiera explicar también que 
el Departamento de la Presidencia es un Depar- 
tamento ciertamente atípico, cuya fundamental 
misión, a mi juicio, y según la norma que lo crea 
y regula, es la de ofrecer una asistencia perma- 
riente al Presidente del Gobierno en una serie de 
actividades y la de titularizar una serie de com- 
petencias horizontales necesarias para la mejor 
:oordinación de la Administración Publica y 
para la mas pronta, rapida y eficaz ejecución de 
,as decisiones politicas que en cada momento 
:omen los distintos Órganos competentes y que 
sean de aplicación por el Gobierno. Por tanto, 
as actividades del Ministerio de la Presidencia 
ion, ciertamente, de horizontes amplios y aba- 
iico amplio. 
Yo, en esta sesión informativa, estoy dis- 

westo a contestar las posibles preguntas sobre 
:ualquiera de los campos que cubren esa activi- 



dad. Entiendo, sin embargo, que quizá haya 
alguna de ellas (me refiero, por ejemplo, al 
desarrollo constitucional) que, desde el punto de 
vista parlamentario, bien pudieran ser, quizá, 
competencia de otra Comisión de esta Cámara; 
y que en el haz de competencias horizontales del 
Ministerio de la Presidencia las hay más directa- 
mente relacionadas con la Comisión de Presi- 
dencia y las hay mucho menos relacionadas 
directamente con lo que puede ser el ámbito 
central de estas preocupaciones de los Parla- 
mentarios que están en la Comisión de Presiden- 
cia. 

Basado en ello, y basado también en que, de 
alguna manera, esta sesión informativa se ha 
originado en la interpelación cuyo haz central de 
preocupaciones es claramente discernible, yo 
propongo a la Comisión -lo haré así, en cual- 
quier caso, por metodología- ceñir mi interven- 
ción a campos concretos, que son el haz central 
de competencia, probablemente, de esta Comi- 
sión, y, en este caso, lo que yo he creído percibir 
que estaba en el haz central de preocupaciones 
de la interpelación. Y esos temas son: la politica 
del Estado respecto a la reforma de la Adminis- 
tración, de las estructuras administrativas y de 
la función pública, para que el posible diálogo 
posterior sea más ilustrativo. En virtud de un 
precepto contenido en la Constitución, en el 
articulo 110, he rogado al señor Presidente de la 
Comisión de Presidencia y al señor Presidente 
del Congreso que me permitan estar acompa- 
ñado aquí de determinados cargos de mi Depar- 
tamento. 

Yo estoy a la disposición de los señores 
Diputados si tienen preguntas que hacer en esta 
sesión informativa a este respecto sobre cual- 
quier otra materia que, estando dentro de mis 
competencias administrativas, no se refiera esen- 
cialmente a este haz de actividades. Pero para 
no hacer mi intervención excesivamente larga, 
prescindiré de ella en esta exposición preliminar, 
a la que pretendo dar por objeto el tratar de 
orientar un poco el sentido de las preguntas y 
del diálogo que van a tener lugar en esta sesión. 

Básicamente, por tanto, vamos a hablar -yo 
al menos básicamente quiero hablar- de nues- 
tras preocupaciones, de nuestra política, de 
nuestros objetivos en materia de Función PÚ- 
blica, en materia de Administración. Evidente- 
mente, hay unas consideraciones que se impo- 
nen. 

Yo no tengo hoy el ánimo para demasiadas 
citas literarias, pero, al tratar de esta materia, 
cualquier consideracion intelectual que se hace 
de la materia de la Administración Pública inevi- 
tablemente nos lleva a la contemplación del 
carácter masivo, incluso macizo, del fenómeno 
de la Administración Pública, del carácter de un 
colectivo que se incardina, de una manera pecu- 
liar, en la sociedad, y esto es un hecho socioló- 
gico que ha sido ya detectado muy bien en la 
literatura del siglo XIX, donde el fenómeno de 
la burocracia alcanza unas características simi- 
lares a las actuales. Recuerden los señores Dipu- 
tados que la profundidad de consideraciones que 
hay en la novela de Balzac «Les Employesn, 
ciertamente, sigue estando vigente en algunas 
cuestiones. Recuerden la descripción, por ejem- 
plo, de los innumerables y laberinticos mundos 
de las covachuelas que hacia, en muchas de sus 
novelas, Galdós. Es un mundo masivo; es un 
mundo con unas caracteristicas propias que de- 
ben de ser respetadas, y es un viejo mundo que 
tiene un cierto grado de impermeabilización a la 
acción politica. Esta es una de las grandes 
paradojas que luego trataré de exponer también 
con mayor detenimiento. 

La Administración no se puede reformar por 
decreto. Naturalmente, ésta no es una afirma- 
ción que haya que tomar literalmente; quiero 
decir que la Administración es un mundo pro- 
pio, es un mundo que responde a una serie de 
leyes sociológicas y administrativas que la ac- 
ción política tiene que tratar de encauzar y 
dirigir, pero con un tremendo respeto, porque 
ese mundo, como todos los mundos que se 
configuran a si mismos, tiene unas caracteristi- 
cas que, a veces, hacen dificil, e iluso incluso, 
acometer una reforma rápida, ambiciosa, a tra- 
vés exclusivamente de la vía normativa. La vía 
normativa es absolutamente necesaria para la 
reforma de la sociedad en un Estado de Dere- 
cho; pero la vía normativa no es la Única, y debe 
ser empleada con prudencia cuando estamos 
enfrentados con el mundo de la Administración 
Pública, de la burocracia. 

Sin embargo, yo voy a hablar hoy de la vía 
normativa, porque en todo programa politico de 
Gobierno y en toda acción de un Departamento 
las grandes líneas se insertan en la acción nor- 
mativa. Esa acción normativa va a discurrir, 
fundamentalmente, a través de un proyecto de 
ley -que yo pienso que esté en este Departa- 
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mento dentro de aquel plazo del calendario lu- 
nar de que hablábamos en la Última sesión de la 
Cámara con motivo de una interpelación- que 
trataria del Gobierno, de la Administración y de 
la Función Pública. Se trataria, por tanto, de la 
fusión de un proyecto de Ley del Gobierno y de 
la Administración, previsto para agosto, y de la 
Ley de Reforma de la Administración Pública, 
prevista para noviembre. Con este tema se cum- 
plirian las previsiones. Ello me parece conve- 
niente y es una propuesta que entendemos que, 
de alguna manera, cada una de estas tres esferas 
están interrelacionadas -como luego trataré de 
demostrar- y me parece que será normativa- 
mente correcto y, desde el punto de vista del 
trabajo de esta Cámara, que está cargada de 
proyectos de ley, una noma de economia de 
esfuerzos, el concentrar el trabajo legislativo en 
un solo texto normativo. Por tanto, trataré de 
exponer la politica fundamental de mi Departa- 
mento e ilustrar lo que van a ser las grandes 
lineas de actuación, las grandes lineas de fuerza 
de este proyecto normativo que espero que esté 
aqui, incluso, antes del plazo a que antes aludi y 
que mencione en esa interpelación del señor 
Tamames. 

Ley del Gobierno. Evidentemente, nosotros 
tenemos en este momento una legislación here- 
dada, a la que me voy a referir en más de una 
ocasión, y que refleja la lógica y la ilógica del 
sistema político anterior; lógica e ilógica que no 
se adaptan en absoluto a las necesidades del 
sistema democrático parlamentario. Nosotros 
pretendemos hacer proyectos de ley, pues esa es 
toda la ambición del programa de desarrollo 
constitucional: que sirva para crear un marco 
estable que sea el marco normativo que permita 
el funcionamiento de las instituciones en un 
largo tiempo, que yo creo que todos nosotros, 
los que estamos aqui, deseamos y auguramos al 
sistema parlamentario que inauguró la Constitu- 
ción de 1978. 

Evidentemente, dentro de esas normas es 
fundamental revisar todo el contenido de la Ley 
de Régimen Jurídico en tomo a la Administra- 
ción y a la Función Pública en esta Única norma 
que, por supuesto, revisaría otras leyes pretxis- 
tentes, además de la de Régimen Jurídico. 

Son varias las previsiones que recoge la 
Constitución. Pero, fundamentalmente, lo que 
nosotros queremos hacer es crear las bases nor- 
mativas que permitan, en principio, desde el 

punto de vista político-constitucional, un funcio- 
namiento del Gobierno similar al existente en 
otras democracias parlamentarias. 

Por tanto, nadie espere, en esta Ley del 
Gobierno, un organigrama concreto del Go- 
bierno como el que habia en la Ley de Régimen 
Jurídico de la Administración del Estado. 

Esta es una ley que entendemos se adaptaba 
a la lógica y a la ilógica del sistema anterior, que 
no tiene precedentes, que no tiene sistema par- 
lamentario y, por tanto, la ley va a deslegalizar 
enormemente la cuestión para pretender que la 
composición del Gobierno pueda adecuarse a la 
flexibilidad que tiene y necesita un sistema par- 
lamentario, que pueda surgir en cada momento 
de una mayoria parlamentaria. Naturalmente, 
va a establecer las garantias y las normas de que 
esto se haga dentro de los Presupuestos Genera- 
les del Estado, que no implique aumento de 
gastos y, por supuesto, hay otra garantía, a mi 
juicio más importante, cuya plasmación norma- 
tiva será objeto de atención en esta Cámara, que 
será que la existencia de las distintas o posibles 
combinaciones ministeriales no afecten a la ne- 
cesaria e indispensable estabilidad de la Admi- 
nistración Pública. 

Es muy necesaria la flexibilidad que hay que 
darle al propio sistema parlamentario para que, 
de acuerdo con las coyunturas de esa vida larga 
y venturosa que deseamos a nuestra democra- 
cia, pueda, en cada momento, acoger las formu- 
las concretas que respondan, en definitiva, al 
mandato popular. Otra cosa es que esa flexibiii- 
dad, atemperada, por supuesto, por los limites 
del Presupuesto del Estado, no pueda compor- 
tar. y en ningún caso comporte, una alteración, 
una disgregación o una intervención traumati- 
zante en los servicios públicos, en los servicios 
de la Administración, que tienen que caracteri- 
zarse por estar agrupados en grandes bloques 
permanentes o semipermanentes. 

Por ello querriamos conciliar el principio de 
flexibilidad con el principio absolutamente nece- 
sario que, diríamos, hemos sufrido en el reciente 
acontecer de la transición, para que la Adminis- 
tración no sufra directamente los avatares de la 
vida politica en la propia organización de los 
servicios. Por tanto, ése seria un buen objetivo 
fundamental de la ley. 

En cuanto al Gobierno, ¿qué otros objetivos 
fundamentales puede tener la ley? Volverle a dar 

. 
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al Consejo de Ministros el carácter político que 
tiene que tener en un sistema parlamentario, en 
un sistema democrático y descargarlo, con las 
debidas garantías, de la tarea burocrática que 
tenia como resultado de la concepción de lo que 
era un Consejo de Ministros, que nada tiene que 
ver con una democracia y menos con una demo- 
cracia parlamentaria. Todo esto sigue recayendo 
sobre el Consejo de Ministros, en detrimento de 
la labor política. En esto debo decir que, en la 
práctica, la existencia de la Comisión de Subse- 
cretarios ha hecho avanzar enormemente, y creo 
que la ley tiene también que contener el marco 
adecuado para que pueda seguir siendo el Con- 
sejo de Ministros el foro privilegiado de las deci- 
siones y las direcciones politicas, ese foro que en 
alguna manera retrata la propia Constitución, 
ese centro de dirección de la Administración 
Civil y de la política del Estado. 

Por supuesto, al hablar del Consejo de Minis- 
tros habra que regular tambien algunos supues- 
tos de la figura del Presidente, tema sobre el que, 
sin duda alguna, las Cámaras se inclinaran, y, a 
mi juicio, hay tambien que olvidar las pocas y 
escasisimas funciones que le daba la Ley de 
Régimen Jurídico de la Administración del Es- 
tado, basandose en una estructura de hecho en 
la que la Presidencia del Gobierno no tenia 
ningun significado politico. Hay que dar a la 
Presidencia del Gobierno la importancia que 
tiene y que la Constitución le confiere y que con 
unos y otros matices o pequeñas diferencias los 
sistemas parlamentarios europeos de nuestro en- 
torno confieren tambien a esta importante figura 
que ha sido constitucionalizada con característi- 
cas propias en la Constitución de 1978. 

Por ello habra que tratar de los niveles orga- 
nicos de los Departamentos; habra que tratar de 
encajar esa figura que, a mi juicio, puede tener 
un juego que es la figura de la Secretaría de 
Estado. Un buen juego político distinto del juego 
administrativo de las Subsecretarias y de las 
Direcciones Generales. 
Y voy entrando en el terreno de la función 

pública, en la que, sin duda alguna, una de las 
lineas basicas que queremos seguu poco a poco 
y con buen tino, es la de su profesionalhacion, 
porque la profesionalización de una función pÚ- 
blica como la nuestra, dotada de personal de 
aitisimo valor intelectual y moral, necesita la 
creación de un marco o normativa que permita 

la expansión que debe tener. Abordo con ello la 
materia directa de la función publica. 

¿Cuales serán las grandes lineas de esta ley, 
en cualquier caso, de la politica que yo prctendo 
que inspire al Departamento, y que actualmente 
pretendo que inspire la actuación del Gobierno 
en esta materia? En primer lugar, hay un impe- 
rativo, digamos, categórico, de todas estas kyes; 
una exigencia que aplicamos a todos los siste- 
mas normativos, que es la adaptación de la 
norma a una nueva realidad pofitica constitucio- 
nal y social, que es la realidad democrática. No 
hace falta insistir en el cambio operado en nues- 
tra sociedad y en la importancia de que las leyes 
se hagan en función y desde la asunción com- 
pleta y profunda de esa realidad. Por tanto, la 
Administración y la función publica, a mi juicio, 
se deben configurar como un instrumento enor- 
memente importante al servicio de eso que la 
Constitución llama un Estado social y democrá- 
tico de Derecho, un instrumento para e1 cumpli- 
miento de los objetivos que la voluntad popular 
lleve al Gobierno, lleve a los programas de 
Gobierno para desarrollar el Estado social y 
democrático de Derecho, un instrumento al ser- 
vicio de fines políticos, fines políticos democráti- 
cos, pero es un instrumento objetivo e imparcial. 
Esta es la gran dificultad o la gran paradoja del 
servicio público, pero que es una de las ideas 
fuerza que queremos abordar, sin inventar nada, 
porque nada pretendemos inventar en este 
campo: si acaso innovar en algo, sin inventar 
nada, porque en estas cosas en otros sistemas 
democraticos ya se ha avanzado mucho. 

¿Y cómo se puede conseguir el convertir a la 
Administración en ese instrumento ágil, flexible, 
en ese instrumento d servicio de üña determi- 
nada politica y al servicio del Estado en su 
conjunto? En primer lugar, se debe hacer me- 
diante un proceso, como he dicho antes, de 
participación de los interesados, de concerta- 
ción, si fuera posible, de las fuerzas politicas. 
Debemos tratar de evitar que los probkmas que 
nos puedan separar de nuestra visión de la 
Administración Pública lleguen a perturbar el 
normal funcionamiento de la Admhsirach PÚ- 
blica, lleguen a convulsionarla o a contenerla. 
De ahi la necesidad de insistir en que toda esta 
política de reforma sea una p o k a  que tenga un 
amplio s o s t h  sociologico, un amplio sostén en 
las fuerzas sociales, en las fuerzas politicas y, 
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por supuesto. un amplio soporte de apoyo parla- 
mentario. 

El Gobierno asume totalmente su labor, que 
es la de presentar su programa, sus ideas y sus 
proyectos. perc, lo hace en este sentido amplio 
que yo he anunciado, creyendo que la presenta- 
ción de un proyecto en este campo precisamente 
permite iniciar, completar o culminar el proceso 
de negociación que tiene que seguir una norma 
de esta naturaleza para que sea verdaderamente 
eficaz. 

En segundo lugar, nosotros creemos que 
todo este proceso tiene que servir para volver a 
dar confianza a una gran parte de nuestra Admi- 
nistración Pública, compuesta por personas que 
en sus distintos niveles de responsabilidad son, 
en la generalidad de los casos, un ejemplo de 
honestidad y buen hacer; Administración PÚ- 
blica. sin embargo, que no se encuentra en una 
buena situación moral, económica y psicológica. 
Este tiene que ser el gran momento, y de ahí 
que, por supuesto, mí Departamento y el Go- 
bierno tienen una responsabilidad que asumimos, 
y esta Comisión de Presidencia puede también 
tenerla, y estoy seguro que la asumirá, de morali- 
zarla, no tanto en el sentido de saneamlento 
como de moralizarla en el sentido de hacer ver 
a los funcionarios que precisamente a través del 
establecimiento de una serie de cauces, a traves 
del establecimiento de unas normas claras, a 
traves del establecimiento de un proceso de 
reforma flexible y paulatino, pueden sentirse de 
nuevo motivados, pueden sentirse integrados en 
la tarea que hacen, tanto más cuanto que esa 
tarea ya no se hace al servicio de un sistema 
autoritario, sino al servicio de un sistema demo- 
crático, y hay, por tanto, una legitimación de la 
función pública frente a la sociedad, plena legiti- 
mación que tenemos que saber vender entre los 
funcionarios públicos y tenemos que saber ven- 
der en la sociedad española, haciendole ver la 
importancia de ese colectivo en este momento. 

Estas son las cuestiones procedimentales. 
Existen, por supuesto, innumerables problemas 
derivados, jcómo no aludirlo!, de la situacion 
económica en la que estamos y en la que, según 
todas las perspectivas internacionales, vamos a 
estar. No es bueno el tener que acometer una 
politica de reforma en estos momentos. Seria 
mejor, naturalmente, hacerla en otra coyuntura, 
pero esta es la coyuntura en la que estamos, y 
no podemos, al menos desde la perspectiva del 

Ministerio de la Presidencia, y probablemente 
siendo una coyuntura internacional, alterarla en 
sus elementos básicos y, por tanto, es con esta 
coyuntura con la que hay que contar. 

Hay una serie de factores negativos que inci- 
den -yo quisiera señalarlo a la atención de SS. 
SS.- ,  que son los que por la clase política están 
siendo vistos como un ejemplo de culminación 
de una necesidad politica de la realidad espa- 
tiola: la del proceso de autonomias. Tenemos 
que hacer un esfuerzo importante para que el 
funcionario lo asuma y comprenda, y ese es- 
fuerzo tiene que verse contemplado en alguna 
norma que aclare cuestiones en esta materia, 
porque yo creo ser sensible a que el funcionario 
encuentra en la nueva organización del Estado, 
que comporta muchos problemas, ciertas inse- 
guridades para prestar sus servicios a estas nue- 
vas estructuras con las que, evidentemente, no 
estaba familiarizado, y cuyas ventajas ni unos ni 
otros hemos sabido explicar. 

Por tanto, sin que esto, ni mucho menos, sea 
un contexto negativo -quiero que mis palabras 
queden claras-, es un problema real que hay 
que tratar de afrontar (el problema general del 
modelo de Estado) para insertar en el cómo se 
va a acoplar la funcion pública a las distintas 
distribuciones territoriales del poder que esta- 
mos realizando y vamos a seguir realizando en 
nuestro pais. 

Puntos concretos en la política de reforma de 
la función pública que vendrían en el proyecto 
de ley. En primer lugar, una redeffnición de los 
conceptos dogmáticos, a los cuales se ha llevado 
tradicionalmente el concepto de función pública. 
Es claro que en España, a mi juicio, se ha 
extendido demasiado el ambito estatutario de la 
función pública; es claro también que hasta 
ahora el ámbito laboral era un ambito mera- 
mente residual, era un ambito factico al que no 
se dedicaba la suficiente atención normativa por 
considerarlo un fenómeno atipico o residual. 

Una Administración moderna, que entra en 
los campos en los que tiene que entrar una 
Administración moderna, no puede ya partir de 
deslindes conceptuales. Tiene, por tanto, que 
asumir la existencia del sector laboral como un 
sector propio del mundo administrativo, con sus 
peculiaridades, frente al sector laboral común, 
si se quiere; pero no como un fenómeno residual 
o puramente factico, sino como un fenómeno 
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propio de insertarse el personal al servicio de la 
Administración Pública. 

Ello implica, probablemente, una reconside- 
ración del deslinde del área estatutaria, que de 
alguna manera está ligada al ejercicio de potes- 
tades administrativas y que comportan, por 
tanto, una mayor peculiaridad en la relación del 
funcionario con la Administración y que quizá 
debe ser, como decia antes, reducida en su 
ámbito, que ha estado posiblemente exagerado. 

Estos son los dos grandes ámbitos que debe 
contemplar la función pública. Al lado de esto, 
el personal eventual debe estar limitado exclusi- 
vamente a lo que podemos llamar el personal 
político al servicio del Estado. 

Es evidente que en u n  sistema parlamentario, 
como se verá luego, se quiere perfeccionar y dar 
carácter permanente a los grandes bloques de 
servicios públicos y a los componentes de esos 
grandes bloques publicos para que los avatares 
politicos no incidan en la estabilidad y en la vida 
de la Administración; proceso, a mi juicio, que 
tiene que ser un proceso largo, pero que es un 
objetivo claro que yo asumo. Es evidente que 
ello comporta la necesidad de la introducción 
clara de un personal politico en la Administra- 
ción, que seria eventual; personal que permitiría 
descargar de politicidad a los Directores genera- 
les, a los Subsecretarios; que permitiria a los 
Ministros contar con el tipo de personal de 
confianza necesario para desarrollar una tarea 
politica como la que vienen desarrollando los 
miembros del Gobierno. Por tanto, ahí concebi- 
mos algo parecido a lo que son los gabinetes 
politicos, por ejemplo, en Francia, con unos 
créditos limitados presupuestariamente, que pue- 
den ser usados con cierta flexibilidad y que nos 
lleva a un problema de compatibilidad o incom- 
patibilidad con el mandato parlamentario; pro- 
blema conexo en el que creemos también que 
puede haber soluciones honestas, realistas, que 
tienen su asiento en Derecho comparado, por- 
que el personal politico que tiene el país es el que 
hay y no el que no hay. Junto a estos deslindes, 
reducir el ámbito de la contratación de derechos 
administrativos -porque, a mi juicio, nos hemos 
encontrado con una utilización un tanto degene- 
rativa de este instrumento- para que esta fÓr- 
mula realmente se aplique a aquello para lo que 
se concibe el contrato de tipo administrativo en 
la Administración, que sería algo similar, con- 
templando el campo privado, al contrato de tipo 
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civil o mercantil para trabajos y estudios especi- 
f i co~  y determinados. Con esto, se trataría de 
ordenar sectorialmente los campos y actividades 
de la función pública. 

Respecto al acceso a la función pública, 
evidentemente nuestra Constitución consagra 
los principios de mérito, capacidad y convocato- 
ria pública, que no representan por si solos un 
grave reto a la Administración, que basicamente 
ha heredado una tradición muy antigua que se 
orienta en esa vía. Por tanto, ahí, desde mi 
punto de vista, habria que perfilar los procedi- 
mientos de selección, quizá fundamentalmente 
en dos sentidos, sin entrar en este momento en 
el problema de la estructura de los Cuerpos, que 
debe ser, a mi juicio, dejada para una etapa 
ulterior. Quizá se podria empezar, a traves de 
pruebas conjuutas, para el ingreso en los Cuer- 
pos que requieren iguales conocimientos e igual 
titulación, flexibilizando ese campo y, en se- 
gundo lugar, insistir mucho en una cosa que esta 
ya en las normas que nosotros llevaríamos a 
esta ley que tiene carácter orgánico y, por tanto, 
carácter importante, que seria dar mayor exten- 
sión y normalidad al sistema de pruebas restrin- 
gidas para el acceso a funciones de otros Cuer- 
pos, de Cuerpos de otro carácter en la Adminis- 
tración, con el fin de operar un trasvase cons- 
tante dentro del personal administrativo, con el 
fin de dar más justicia al principio de selección 
y con el fin, por supuesto, en esta labor psicoló- 
gica de motivar, incentivar a los funcionarios a 
todos los niveles. Y segundo, en esta carrera 
-perdón, en este momento me ha venido la 
palabra al azar de lo que voy a hablar-, si- 
guiendo en esta via, por supuesto, en la politica 
de la función publica, tendria que ver de crearse 
la carrera administrativa. Probablemente, ha 
sido un grave error el que se cometió, de alguna 
manera ingenua, al suprimir de forma tajante y 
radical la carrera administrativa. Posiblemente 
este error partía del hecho de que aquella ca- 
rrera administrativa que conocimos estaba ba- 
sada tambien en principios exclusivamente rígi- 
dos, donde el principio de antigüedad tenia un 
valor quizá preponderante. Sin embargo, utili- 
z a d o  el merito, la capacidad, la antigüedad, por 
tanto, la flexibilidad, hay que restaurar las cate- 
gorias personales que habiliten para el desem- 
peño de determinados puestos que conlleven 
unas retribuciones inherentes a la categoría y 



que son las que realmente permiten la flexibili- 
dad de los puestos de Directores generales. 

Nada ganariamos con decir en la ley que los 
puestos de Director general se reservan para los 
funcionarios públicos, que es hoy una práctica 
universal. Lo importante es que a traves de la 
introducción de la carrera administrativa, de las 
reservas de determinadas categorias, de los 
puestos de Director general, esa profesionaliza- 
ción se puede realizar y, al mismo tiempo, me- 
diante la conservación de la categoría personal, 
entiendo que se podria dar un importante paso 
en la motivación del colectivo funcionarial, que 
es uno de los objetivos de la politica. 

Todo esto tiene que ser hecho asumiendo 
plenamente los principios constitucionales. 

Y ahora me quiero referir a los derechos de 
sindicación, participación y huelga. Nosotros 
pensamos que en esta materia, y sobre la base 
de la consideración general final que haré res- 
pecto al detalle con que estas cuestiones deben 
ser abordadas en la Ley Orgánica, pensamos 
que se ha de hacer un desarrollo constitucional 
de estos derechos en consonancia básicamente 
con el Convenio 15 1 de la OIT, relativo a las 
relaciones de trabajo en la Administración Pú- 
blica, asumiendo, por tanto, la libertad de sindi- 
cación, de afiliacion y de integracion en federa- 
ciones y confederaciones, paralelamente a la 
protección juridica contra toda injerencia, venga 
de quien venga. 

Hay que partir del principio de autonomía 
sindical y hay que crear una estructura repre- 
sentativa. Una estructura representativa que no 
puede ser obra de un dia, pero que, evidente- 
mente, es un proceso que tiene que ponerse en 
marcha, que permitirá asumir el principio de 
participación en la determinación de las condi- 
ciones de empleo, que es el termino en el que se 
define el Convenio 15 1 de la OIT. Posiblemente 
en este tema lo que tenga mayor problematica, 
desde distintas perspectivas politicas, sea el tema 
del derecho de huelga, un derecho consagrado 
en nuestra Constitucion, que obliga a su desa- 
rrollo por medio de ley y que preserva también 
el ámbito de los servicios esenciales para la 
comunidad. Creo que no podemos pretender 
deslindar de una sola vez, de repente, de pronto, 
el ámbito de los servicios esenciales para la 
comunidad. Es un deslinde que, si somos since- 
ros -yo pretendo serlo y quiero decir que deseo 
asumir en esto una postura de sinceridad y 

honestidad-, hemos de reconocer que es muy 
dificil de hacer y que hay que asumir que las 
leyes puedan ir realizándolo paulatinamente. 
Evidentemente, seria dificil encontrar campos de 
la Administración Publica donde, de alguna ma- 
nera, no se pudiera predicar el principio de 
servicios esenciales para la comunidad, pero ese 
mismo hecho nos llevaria a la solucion de que 
habría muy pocos campos en la Administracibn 
donde fuera pacifico el derecho. Es éste un tema 
propiamente conflictivo. 

Creo que lo que he apuntado antes, respecto 
a los deslindes nuevos en el campo laboral y el 
estatutario, puede ayudar al desarrollo de este 
problema, que es un problema real y que seguirá 
siendo un problema real, respecto al que con- 
viene que las normas vayan con prudencia para 
no tratar de imponer soluciones que no sean 
estables. 

Por Último, para que todo esto sea verdad, la 
ley tiene que tener una serie de garantias impor- 
tantes de imparcialidad, que proteja al funciona- 
rio. Que proteja al funcionario de presiones 
politicas; que proteja al funcionario eventual- 
mente de presiones sindicales, a las que ya he 
aludido antes; que proteja al funcionario de una 
excesiva politizacion. Y eso conllevara a la 
asunción de un sistema de incompatibilidades 
flexible, temporalmente flexible; quiero decir con 
períodos. Pero si pretendemos profesionalizar la 
funcion pública, dignificarla, establecerla, po- 
nerla un poco al margen de los avatares de la 
politica, que conviva con la existencia de unos 
gabinetes politicos en los Ministerios, de una 
estructura propiamente política, es evidente que 
eso tiene que ser mediante unas garantias reci- 
procas de que esos campos no se van a mezclar. 

Yo  creo que la falsa politización de la Admi- 
nistración y de los funcionarios es uno de los 
legados que recibimos del pasado, y que en este 
campo también hay que asumir. Que este princi- 
pio de garantía de imparcialidad, de que la 
Administración está permanentemente al servi- 
cio de la política trazada por las instituciones 
democráticas, que se trata de seguir en esa 
politica, es un principio que valientemente tene- 
mos que asumir, al menos desde nuestro punto 
de vista, para que este dibujo que yo he tratado 
de esbozar aqui pueda tener su verdadero sen- 
tido. 

En definitiva, lo que pretendemos es la deter- 
minación del marco institucional que per- 
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mita, con medidas rápidas y urgentes, la recupe- 
ración de la moral de trabajo y del espiritu de 
servicio de la Administración Pública. Ese es un 
objetivo claro. Ese es un problema, como decía 
antes, sociológico, en el que la reforma por 
decreto o por ley tiene unas posibilidades muy 
limitadas. Es indispensable, pero no es omnipo- 
tente. 

Somos, por tanto, conscientes de la modestia 
o de la limitación que implica la reforma legal; 
de la necesidad de que esa reforma legal, para 
que tenga vigor, vaya acompañada de una sus- 
tentación sociológica, a la que me he referido 
varias veces, y que todo ello permita la identifi- 
cación de los funcionarios con la acción admi- 
nistrativa y su motivación profesional al servicio 
de una comunidad que se ha organizado demo- 
cráticamente. 

Estas serían las líneas básicas de la política 
de la función pública. Naturalmente, van a verse 
plasmadas, como he dicho antes, en proyectos 
de textos legales, y estos textos legales tienen la 
naturaleza de ley orgánica. 

Heredamos, por otra parte, una situación 
legal en la que, precisamente, por la absoluta 
indiferencia de que las cosas se hicieran por ley 
o por decreto (porque en el fondo era una 
cuestion irrelevante, y por, quizá, la necesidad 
de construir una estructura de Estado de dere- 
cho, cuando los presupuestos politicos del Es- 
tado de derecho, que son los básicos, probable- 
mente no se daban, y había que exagerar la 
normativa), nos ha llevado a una situación en la 
que la legalización de las cuestiones, tanto en el 
campo del Gobierno como en la Administracion 
de función pública, a mi juicio, es excesiva. 

La ley, por tanto, tiene que ser una ley de 
principios claros, de garantías claras, pero una 
ley que no sea una ley de detalles, en primer 
lugar por su naturaleza de ley orgánica, y en 
segundo lugar porque yo creo que la reforma 
administrativa, si no es una reforma pkrma- 
nente, al menos es una reforma que tiene que 
llevarse paulatinamente en el tiempo, y el preten- 
der ahora reformar por ley detallada sería, pro- 
bablemente, una situación equivocada. Ello hará 
necesario que estas normas tengan que tener un 
desarrollo reglamentario, y de alguna manera 
habrá que establecer unas garantías, no sólo ya 
las garantías jurisdiccionales y las garantías 
constitucionales y políticas, sino las garantias en 
el procedimiento, para que este desarrollo regla- 

mentario, al menos en este momento, no pueda 
producir de nuevo un fenómeno de desconfianza 
en ese proceso de concertación, que creo que 
seria necesario para acometer el problema de 
reforma administrativa. 

Esta seria, digamos, la última pincelada so- 
bre el contenido general de lo que quiere ser la 
política de la función pública en el contexto de 
estas normas que vamos a mandar, cuyos obje- 
tivos he pretendido trazar con claridad y con 
nitidez. Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, 
señor Ministro. Quiero agradecer la presencia 
del señor Ministro entre nosotros y su exposi- 
ción. Ahora vamos a empezar el turno de pre- 
guntas, y me parece lo más lógico que veamos 
primeramente cuántas personas o Grupos Parla- 
mentarios quieren intervenir. 

Si les parece, vamos a hacerlo como es la 
costumbre del Congreso, es decir, empezar por 
los Grupos mas pequeños e ir avanzando. Por 
consiguiente, tiene la palabra el señor Arre- 
donda, del Grupo Andalucista. 

El señor ARREDONDA CRECENTE: 
Quiero agradecer, en primer lugar, la presencia 
del Ministro -no tenía conciencia de la exposi- 
ción que iba a hacer-, porque creo que su 
intervención ha sido muy interesante y muy 
completa. 

Con ello me muerdo el preguntarle otras 
cosas de desarrollo constitucional, porque, 
como él ha indicado, quizá no sean de esta 
Comisión, aunque a lo mejor podemos dejarlas 
para después, si hay tiempo, y entrar entonces 
en los temas de las leyes orgánicas, de las 
autonomías, etc. Pero voy a evitar el hacerlas 
ahora, porque interferiría el debate, con el peli- 
gro de disminuir la importancia de la interven- 
ción del Ministro. Por ello, voy a morderme esas 
preguntas. 

Quería simplemente expresar unas preocupa- 
ciones, más que unas preguntas concretas, que a 
lo mejor son más propias de desarrollar cuando 
entren en esta Cámara las leyes que se nos ha 
dicho que se van a enviar por el Ministerio de la 
Presidencia. Muchas veces hablamos de desa- 
rrollo de un proceso democrático, de crisis, de 
terrorismo, etc., y quizá el problema esté en el 
tema de la Administracion y de cómo vamos a 
enfocar esta Administración, que puede ser im- 
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permeable a los distintos regimenes políticos, y 
ahí es donde quiza es importante sentemos las 
bases de un proceso democratico, y concreta- 
mente en la relación entre la Administración y el 
administrado y cómo se vaya a prestar esa 
función. Este, quiza, es uno de los factores 
fundamentales y donde podemos sentar las ba- 
ses de lo que constituye la vida cotidiana ante 
los problemas normales del proceso democrá- 
tico, tanto a nivel de Estado como de los proce- 
sos autonómicos. 

La poca experiencia que tengo la he adqui- 
rido en la Junta de Andalucía, y muchas veces 
realmente se produce un auténtico caos, porque 
el funcionario no sabe si tiene que pasar por la 
Junta Preautonómica, si interesa o no y por 
cuanto tiempo va a ser. Hay una absoluta des- 
conexión, y ahí es donde nos estamos jugando 
cosas importantes en el proceso democratico, en 
los órganos autonómicos. 

Muchas veces nos quedamos en meras decla- 
raciones, pero luego la realidad es donde en- 
grana el economista, el ingeniero, el funcionario 
de determinado departamento; es decir, el que se 
sienta imbricado en una labor autonómica den- 
tro de un proceso democrático. 

Creo que las leyes anunciadas son absoluta- 
mente vitales y básicas, con todos los principios 
que ha expresado el Ministro. Mi preocupación 
es expresar que no vayamos a hacer lo que yo 
llamo el traslado de leyes europeas. Muchas 
veces se manda a un señor a Francia y se trae, 
por ejemplo, una Ley de Vivienda, pero a lo 
mejor en España las casas no necesitan un 
bloque de metro y medio de aislante, porque se 
construyen en Algeciras o porque no tenemos 
las. constructoras preparadas. Es decir, hacemos 
traslados que son casi perfectos, pero que a lo 
mejor no nos sirven. 

El Ministro ha dicho que la Administración 
la constituyen los funcionarios que tenemos, 
como los políticos son los que hay, no otros. En 
la República habia muchos Besteiros y Salmero- 
nes, pero nosotros tenemos muy poca experien- 
cia, aunque a lo mejor dentro de unos años 
puede haberlos. Son unos funcionarios que vie- 
nen de un sistema determinado, con una menta- 
lidad determinada. Es decir, que no son los 
funcionarios que han, hecho un trabajo en un 
determinado sistema, 'como puede ser en el ita- 
liano, francés o alemán, sino que vienen de una 

determinada fórmula en la que el ciudadano 
estaba al servicio absoluto de los funcionarios. 
Esa ha sido la norma, salvo honradisimas excep- 
ciones, y no entro a catalogar a los funcionarios, 
sino la mentalidad. 

En Málaga, por ejemplo, con el IRYDA, el 
problema que tenían los agricultores era de com- 
prensión, de cómo establecer el diálogo para 
llegar a la solución de los problemas. No era 
problema económico, sino de cómo se podía 
hablar con una coordinadora, porque el funcio- 
nario no entendia como iba a ir la coordinadora 
a verle, o cómo se expresaban unos agricultores 
de una determinada zona. Es decir, que los 
funcionarios que tenemos, por ejemplo, de la 
AISS, del Sindicato vertical que no existe en 
otros paises, suponen una problemática y una 
labor muy compleja, como ha dicho el Ministro, 
que no se soluciona en un dia. 

Lo que me preocupa es que partiendo de una 
base, de una situación que esta ahí, en que 
hemos participado todos en alguna medida, hay 
que tener cuidado en como llevarla a cabo y 
desarrollarla. Porque existe la mentalidad de que 
muchas veces en determinados departamentos 
determinados funcionarios están tratando de 
aplicar la ley a rajatabla, con lo que se crean 
situaciones de gravedad, y los que aplican la ley 
a rajatabla no es precisamente por un purismo 
legal, sino porque a lo mejor están queriendo 
tener determinadas oportunidades en las cuales 
poder crear situaciones, digamos, conflictivas. 
Eso a nivel de las Cortes lo podemos superar; a 
nivel de las Cortes puede haber problemas o 
disensiones por determinadas decisiones que to- 
memos, pero a nivel del administrado o a otros 
niveles inferiores hay que tener cuidado ante 
funcionarios que no han aplicado las leyes antes 
y que ahora quieren aplicarla a rajatabla, en un 
proceso de transición y de cambio. Eso lo he 
visto yo en determinadas Delegaciones de deter- 
minados Ministerios. Esta es la ley y lo que hay 
que aplicar, y se ve que el funcionario no quiere 
flexibilidad, porque sabe que con eso esta 
creando un problema. No digo que esto sea algo 
generalizado, pero es un fenómeno que se esta 
dando. Hay que tener cuidado con la flexibili- 
dad, sobre todo en un proceso de transición 
dentro del propio sistema y dentro de la función 
pública de que hablábamos, y transmitir esas 
preocupaciones. 
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El señor PRESIDENTE: Gracias, señor 
Arredonda. Tiene la palabra el señor Ministro. 

El señor MINISTRO DE LA PRESIDEN- 
CIA (Perez-Llorca y Rodrigo): Agradezco la 
intervención del señor Arredonda sobre los pro- 
blemas que ha suscitado de alguna manera; mas 
que preguntas me da la impresión de que son 
problemas. 

La relación Administración-administrado es 
otro problema en el que no he querido entrar, 
sin perjuicio de que estoy a la disposición de los 
Diputados que lo deseen para contestar a sus 
preguntas. Aquí querría hacer una matización : 
no sé si el desarrollo constitucional es competen- 
cia o no de esta Comisión. Ha habido compañe- 
ros de distintos Grupos que me han dicho que es 
más bien competencia de la Comisión Constitu- 
cional. COF. mucho gusto contestaré a las pre- 
guntas de desarrollo general, pero desarrollo 
general son los proyectos de ley que envía el 
Gobierno, no otras cosas que se transmitan de 
otra manera. 

Respecto a la relación Administración-admi: 
nistrado, es un problema en el que creo que 
precisamente para que tengamos una buena re- 
lacion Administración-administrado, que es fun- 
damental para la buena imagen de la Adminis- 
tración frente al publico, fundamental para la 
buena concienciación de la Administración y 
fundamental en una Administración democrá- 
tica, que está concebida de otra manera, como el 
señor Arredonda decía, es preciso tratar primero 
de que un cierto grado de desmoralización que 
puede haber y se puede detectar, que creo que 
los que tenemos responsabilidades en el sector 
de la Administración Pública podemos detectar, 
sea aclarado o, al menos, se ponga en marcha 
un dispositivo que permita luchar contra ello, y 
después vendrá una mejor relación del adminis- 
trador y el administrado. 

Es un problema básico de cualquier estruc- 
tura politica, y mucho más en una democracia. 

Desde el punto de vista de política norma- 
tiva, tenemos para febrero una modificación de 
las leyes de procedimiento administrativo, que 
incidirá básicamente en esa cuestión. Hay que 
reconocer que, desde el punto de vista legal, las 
leyes de procedimiento administrativo son bue- 
nas. El problema puede estar, como ha dicho el 
señor Arredonda, en otras cuestiones. 

Respecto del proceso autonómico, me he 

limitado aquí a hacer una confesión de parte 
interesada, en el sentido de que lo que la clase 
politica asume como una mejora, como una 
conquista, como una cosa muy positiva, una 
parte, al menos, de la clase burocrática, que se 
siente un tanto objeto pasivo en unas transferen- 
cias, lo contenipla, no diría que con prevención, 
pero si con una cierta inquietud, en tanto en 
cuanto en la Administración española sabe muy 
bien lo que era ser funcionario de un Departa- 
mento, de una Delegación, y no sabe bien lo que 
comporta estar traspasado a un ente autonó- 
mico. 

Si se pudiera avanzar de alguna manera en 
una ordenación, en este aspecto sectorial, del 
campo autonómico, yo soy partidiario de que, al 
mismo tiempo que hagamos los avances territo- 
riales, realicemos unos avances sectoriales, y si 
se pudiera hacer algo al regular la carrera admi- 
nistrativa, prever lo que le ocurre al funcionario 
que pasa a un ente autonómico, yo creo que las 
cosas podrían ir mejor. En cualquier caso es 
necesario que lo hagamos, porque es un pro- 
blema que tenemos planteado y que cualquier 
persona que haya estado en realación con unas 
comisiones mixtas de transferencia conoce. 

Respecto a que no copiemos, yo le tomo muy 
en serio la advertencia. No copiaremos. Pero 
una cosa es que no copiemos y otra es que 
ignoremos el espiritu de los demás, que es 
bueno, y que pretendamos inventar «ex novo)) 
cuando muchas cosas se han resuelto por el 
mundo y se han resuelto bien. Por supuesto, hay 
que innovar sin copiar. 

En cuanto a la mentalidad autoritaria de ley 
a rajatabla, yo estoy seguro que en la inmensa 
mayoría de nuestros funcionarios -si consegui- 
mos hacer lo que es quizá uno de los grandes 
retos del sistema político, que es entusiasmarles 
un poco con lo que podamos hacer, con lo que 
es servir a una institución democrática-, donde 
tenemos un material humano magnífico, utili- 
zando esa expresión en el sentido más noble, yo 
creo que los ejemplos de mentalidad autoritaria 
a nivel individual son muy escasos, y que posi- 
blemente, si conseguimos dinamizar, activar y 
motivar a la Administración española, ese puede 
ser un magnífico instrumento en manos del Es- 
tado y demás instituciones democráticas, inclui- 
das las autonómicas. 

Respecto a la aplicación de la ley a rajatabla, 
también yo aludía a eso. Pasamos de una situa- 
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ción en la que existia, en primer lugar, la posibi- 
lidad de que la ley no se cumpliera y que 
realmente la distinción entre ley y reglamento 
era más bien académica, a otra en que se ha 
legalizado todo. Nos encontramos con unas 
enormes rigideces, tanto a la hora de la constitu- 
ción de grandes cuerpos del Estado como a la 
hora de tomar decisiones administrativas coti- 
dianas, y por eso yo creo que la democracia 
tiene que asumir el papel e ir a una palabra que 
yo pronuncié una vez en este Parlamento, y que 
no gustó, pero que los miembros de esta Comi- 
sion que conocen la Ciencia Administrativa sa- 
ben a lo que me refiero, que es la deslegaliza- 
ción. 

Hay que reducir un poco el ámbito de lo que 
está detallado en la ley y hacer unas leyes de 
grandes principios que permitan una actuación 
flexible, que es uno de los principios en que se 
basa nuestra política de reformas. Comparto 
este problema, que dije antes, de la toma de 
precauciones para las normas reglamentarias, 
precauciones por supuesto más allá de las que 
establece el propio sistema legal de la Constitu- 
ción. Estoy de acuerdo, totalmente de acuerdo, 
con el Diputado señor Arredonda en lo que ha 
apuntado. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracios, 
señor Ministro. ¿El señor Arredonda desea in- 
tervenir? 

El señor ARREDONDA CRECENTE: En 
cualquier caso es el problema del proceso auto- 
nómico y no el problema de las leyes, que hay 
alguna pendiente. Quiero decir que si se desarro- 
IIa la Constitución en último extremo después 
intervendria, para no mezclar temas, pues ya 
digo que el tema es suficientemente importante, 
y no de esta Comisión, sino mas bien de una 
Comisión Constitucional, aunque lo tratáramos 
después. 

El señor PRESIDENTE: El señor Ramos, 
del Grupo Socialista, tiene la palabra. 

El señor RAMOS FERNANDEZ-TORRE- 
CILLA: Señor Presidente, quiero felicitar al se- 
ñor Ministro por su intervención, en cuanto 
revela que en el Gobierno los temas de la Admi- 
nistración y de la función pública atraen o 

distraen la atención del titular del Gabinete que 
tiene esta competencia atribuida por la ley. 

A mí me ha preocupado una frase del señor 
Ministro en cuanto a que el Ministerio de la 
Presidencia tenia la función de asistencia al 
Presidente, que no dudo, pero me abruma el 
pensar que un tema tan fundamental como el de 
la Administración Pública y el de la función 
pública no tenga en algún momento, o pueda 
no tener, la atención que necesariamente exige y, 
sobre todo, cuando hay que hacer o adaptar esa 
Administración a una situación democrática y 
parlamentaria como la que define nuestra Cons- 
titución. 

Creo que en su intervención ha habido algu- 
nos detalles que me parece importante consig- 
nar, que es necesario destacar, porque de alguna 
manera suponen una modernización en la con- 
cepción de la función pública, por la que modes- 
tamente venimos luchando de un tiempo a esta 
parte. Por ejemplo, la atención que se ha pres- 
tado al personal laboral y que se piensa prestar 
en ese desarrollo legislativo, ya que tiene una 
importancia numérica fundamental en una Ad- 
ministración como la nuestra. Habria que avan- 
zar, a nuestro juicio, más; no sólo citar o redefi- 
nir la función, sino que hay que negociar con ese 
personal un convenio colecti\ro, como hacen el 
resto de las empresas privadas que tienen un 
gran número de trabajadores, como la RENFE 
o cualquier otra, y que negocian sin ningún 
problema. 

No basta sólo con que entendamos las cate- 
gorias conceptuales, sino que debemos empezar 
a aplicar las categorias, lo que resulta propio en 
el ámbito concreto de un nuevo acceso a la 
función. pública por el sistema tímido de que se 
puedan hacer oposiciones a varios cuerpos a la 
vez y haya una carrera administrativa o un 
sistema más ágil de acceso de unos cuerpos a 
otros. Pero no solo hay que quedarse alli, sino 
que hay que hacer una verdadera programación 
de efectivos que nos permita que no nos encon- 
tremos con que los colegios están construidos 
-aunque esto no es de la competencia del señor 
Ministro de la Presidencia- y no hay profesores 
seleccionados para acceder a ese colegio. Porque 
el problema contra el que hemos luchado, la 
desaparición de la contratación administrativa, 
es el origen de que no haya ninguna planifica- 
ción de cuál va a ser el personal que va a 
necesitar la Administración Publica, que a lo 
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mejor no sólo hay que reclutarlo fuera del sis- 
tema, sino dentro del propio sistema mediante 
una fórmula de incentivación oportuna. 

No vamos a entrar en el problema de los 
funcionarios de la AISS y todos estos grandes 
colectivos que la Administración ha asimilado 
«de jure)), pero no ((de facto)), puesto que en 
definitiva no se les ha dado función, y no es 
porque no exista. Me imagino que quizá es 
necesario dedicar a las bibliotecas un gran nÚ- 
mero de funcionarios para que las atiendan, si es 
que se piensa que el tema biblioteca puede ser 
fundamental. Habrá que reciclar a esos funcio- 
narios para que puedan prestar ese servicio 
oportunamente. Habrá que pensar qué funciona- 
rios pueden pasar con la absoluta garantia de 
sus derechos adquiridos a otras Administracio- 
nes, y no sólo las del Estado, sino, por ejemplo, 
los Municipios o las Comunidades autónomas. 
Tenemos un gran potencial y es necesario ac- 
tuar, a mi juicio, con un criterio amplio para 
colocar a todo ese personal en funciones que 
realmente son necesarias a la comunidad en este 
momento. 

Tenemos después los temas de sindicación, 
participación y huelga, que creo que son funda- 
mentales y es necesario, indudablemente, entrar 
en ellos, porque la realidad es muy tozuda y está 
ahi. Ahi está la huelga en los servicios públicos, 
quizá sea ésta una característica que no todos 
deseriamos, pero que es producto, probable- 
mente, de esa falta de una regulación generosa 
en un tema que está en la realidad y que no se 
puede ocultar. 

Habría que hablar tambien no sólo de la 
participación, sino de la negociación, puesto 
que, en definitiva, es necesario que los funciona- 
rios puedan pactar sus condiciones de empleo 
con quienes les emplean, con el Estado en este 
caso. 

Me parece tambien perfecto el que se inclu- 
yan ahi garantias de imparcialidad para tener 
esa Administración neutral que todos deseamos. 
Yo echo en falta, quizá, un problema, a mi 
juicio, fundamental, y es que se habla mucho de 
reforma, y es bueno empezar por algun lugar, 
por la reforma de la función pública, pero poco 
se habla de la reforma administrativa en el 
sentido estricto. Porque, efectivamente, pode- 
mos reformar la función pública, podemos llegar 
a ilusionar a los funcionarios, incluso a poner un 
reloj para que fichen y esten desde las ocho de 
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la manana o a las horas que tengan que estar, 
que eso seria, quizá, bueno y algo que debemos 
hacer, porque realmente la productividad de la 
Administración es lamentable, y esto lo recono- 
cen hasta los propios funcionarios. Pero yo me 
atrevo a señalar que no hay que echar la culpa 
de esta baja productividad sólo a los funciona- 
rios, que, probablemente, hay que echársela a 
una estructura administrativa hecha a puntapies 
o a martillazos, donde los organismos autóno- 
mos crecen sin ninguna justificación, donde se 
crean y se descrean las Direcciones Generales 
cada tarde o cada Consejo de Ministros, donde 
los edificios en los que se multiplican los Minis- 
terios o las Subsecretarías abundan y ya no hay 
manera de saber en el callejero de la ciudad de 
Madrid dónde se encuentra cada dependencia. 
Es decir, no basta sólo con reformar la función 
pública, con incentivar o motivar a los funciona- 
rios, sino que es necesario proceder en profundi- 
dad a reformar la propia Administración para 
que realmente estos funcionarios sepan y tengan 
bien claro qué es para lo que sirven, cuál es su 
trabajo, cuál es su función y qué es lo que tienen 
que hacer. 

Enlaza este problema directamente con lo 
que planteaba el señor Arredondo antes de la 
propia estructura de los procesos administrati- 
vos. Yo no creo que sea necesario, quizá, refor- 
mar la Ley de Procedimiento, que, probable- 
mente, esta técnicamente bien hecha, pero que, 
efectivamente, no se cumple en la inmensa 
mayoría de los casos. Voy a referirme a una 
anécdota. Por ejemplo, el Secretario del Go- 
bierno Civil de mi provincia, no el que está en 
este momento en el cargo, sino quien le precedia, 
se leyó una ley del Parlamento sobre el derecho 
de reunión, donde venia lo que había que exigir 
para hacer una peticion de derecho de reunión. 
Viene que es necesario comunicar quién va a ser 
el orador, etcétera, y esto es lo que se hacia, 
pero a nadie se le ocurrió que hacia falta un 
requisito más, que era pedir permiso por escrito 
al dueño del local, y, efectivamente, no hay 
ninguna ley en que se diga que el permiso por 
escrito es un requisito para solicitar el derecho 
de reunion. 

Pues bien, cualquier persona que llegue al 
Gobierno Civil de Toledo para solicitar este 
requisito, pensará que no le recibió bien el fun- 
cionario que estaba en la ventanilla, cuando no 
era culpa del funcionario, evidentemente. 



Pero lo cierto es que el administrado se 
encuentra con que, en el proceso administrativo, 
por mucho que diga la Ley de Procesamiento, 
sólo le queda pedir audiencia al Ministro para 
decirle que se le exigen requisitos que no vienen 
en la Ley. Estén o no estén esos requisitos en las 
leyes. usted sabe que le van a dar con la puerta 
de la ventanilla en las narices y no le van a 
resolver su problema. 

Es necesario que abordemos este tema de 
alguna manera con urgencia, y, por supuesto, sé 
muy bien que en la Administración no se puede 
hacer todo en un mismo dia, pero como vamos 
a tener las instituciones especificadas en la 
Constitución, tales como el Defensor del Pueblo 
o el Tribunal Constitucional, si no las queremos 
ver abrumadas de papeles al segundo día de 
entrar en funciones, tendrá que ser la propia 
Administración la que regule y vigile sus propios 
procedimientos administrativos. Esto, a mi juicio, 
creo que es una de las competencias fundamen- 
tales del Ministerio que dirige el señor Pérez- 
Llorca: revisar y ver como se llevan a cabo esos 
procesos administrativos, en qué medida se 
cumplen o no las leyes, que pueden ser técnica- 
mente perfectas, pero que no funcionan. 

Hay una cierta opresión de la Administración 
sobre el ciudadano, heredada del régimen ante- 
rior, heredada de cuando no era posible protes- 
tar, pero que en este momento sigue funcio- 
nando de la misma manera. Con eso es necesa- 
rio acabar. Tenemos, sin duda, los funcionarios 
dispuestos a operar para hacerlo, pero es preciso 
que haya voluntad política de que eso no va a 
seguir siendo así, sino que vamos a tener una 
Administración completamente transparente al 
servicio de la comunidad y del ciudadano. 

Por eso me atrevería a decir si, además de 
este calendario de estas leyes de reforma de la 
función pública, va a haber una verdadera poli- 
tica de función pública y de reforma de la 
Administración, que no consiste en enviar las 
leyes, sino en que exista esa vduntad politica 
permanente y diaria de que la Administración se 
vaya reformando y adaptando a la situación 
democrática y vaya respetando esos derechos de 
la comunidad y del ciudadano que hemos defi- 
nido en los textos constitucionales. 

Me atrevo a pensar que, quizá por la configu- 
ración de esta Administración, el Ministerio de 
la Presidencia no ha cumplido, por lo menos en 
el pasado, las funciones que en este campo tiene 

atribuidas, funciones que inciden sobre los de- 
más Ministerios, funciones que son tremenda- 
mente complicadas y dificiles de ejercer. Si estas 
funciones de la Administración y de la función 
pública se atribuyen a la Presidencia del Go- 
bierno. entiendo yo que es por razón de que 
alguien más inmediato, con mayor jerarquía, es 
quien tiene que tenerla para poder disciplinar al 
resto de los Departamentos ministeriales, e in- 
cluso para poder disciplinar -si se me permite la 
expresión- al resto de los Ministros en todo este 
tipo de temas que no son en absoluto fáciles. 

Entiendo que, indudablemente, no es una 
operación sencilla, pero si no se hace esa opera- 
ción, dificilmente se va a conseguir reformar la 
Administracion y ponerla a la altura de los 
sistemas democráticos. 

No vamos a entrar, porque no es el del caso, 
en la división de lo que he anunciado ya reitera- 
das veces sobre las competencias en materia de 
función pública, porque el señor Ministro de la 
Presidencia las tiene atribuidas por Ley y por 
la Presidencia del Gobierno, pero todo el mundo 
sabe que al final esto termina en el señor Dal- 
mau, que es el subdirector General de Retribu- 
ciones del Ministerio de Hacienda, y que allí es 
donde se va a decidir la parte más importante de 
la politica de personal. Si en esto no se aplica 
esa voluntad política, entiendo que se va a poder 
reformar muy poco. 

Finalmente, yo querría hacer otra pregunta 
muy puntual y muy concreta sobre otro asunto 
de su Departamento (éste era de carácter gene- 
ral, de ver qué calendario, además de éste, tenia 
el Ministerio de la Presidencia y, sobre todo, 
saber si existía esa voluntad política de estar 
encima de la reforma administrativa de la fun- 
ción pública), que es el siguiente: cual es la 
situación en que se encuentra actualmente el 
Eonvenio del personal laboral del ((Boletin Ofi- 
;¡al del Estado)), porque este convenio suscito 
problemas el año pasado y, según informan los 
trabajadores, la Dirección de este organismo, 
que depende directamente de la Presidencia del 
Gobierno, parece que sigue en idéntica situación 
que los años anteriores, y esto origina necesara- 
mente problemas que podrían desembocar en la 
iuelga. ¿Es un servicio público o no el ((Boletin 
3Ticial del Estado))? Tenemos que pensar en que 
1 lo mejor es una Dirección ineficaz la de ese 
xganismo, que desconoce y no sabe cómo tiene 
que tratar a un colectivo laboral de 600 trabaja- 
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dores con problemas, que origina el que haya que 
recurrir a la militarización. Hay que definir 
cuales son los conflictos públicos que se pueden 
evitar previamente si se pone la voluntad que 
pone cualquier empresario de los que el Partido 
del Gobierno conoce perfectamente cuando 
tiene que negociar un convenio colectivo. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, 
señor Ramos. 

Tiene la palabra el señor Ministro. 

El señor MINISTRO DE LA PRESIDEN- 
CIA (Pérez-Llorca y Rodrigo): Agradezco la 
intervención del señor Ramos, que voy a tratar 
de contestar, aunque es muy larga. 

El señor Ramos se sentia abrumado de que 
yo pudiera estar brumado por el peso de mis 
tareas y me abruma con sus preguntas. (Risas.) 
Pero, en fin, yo creo que existen en la Adminis- 
tración Pública, aparte de la figura de los Minis- 
tros, otras figuras importantes, como son los 
Secretarios de Estado. Yo, personalmente, señor 
Ramos, en este momento, y dentro de las com- 
petencias que tiene asignadas el Ministerio de la 
Presidencia, intentaré contestarle, y, al final de 
su intervención, ha dejado pendiente una cues- 
tión importante a la que luego también me 
referiré. 

Yo creo que el ejercicio de la política a veces 
es abrumador, pero por otras cuestiones. Ayer y 
anteayer fueron días posiblcmente abrumadores 
por otras cuestiones, pero en la medida en lo que 
son las cosas humanas, yo entiendo que el 
actual equipo de Presidencia esta prestando la 
debida atención en el marco de las competencias 
actuales del Departamento a la política en mate- 
ria de la función pública. 

Sobre atención al personal laboral, y en rela- 
ción con la técnica del convenio colectivo, me 
parecía una conclusión evidente. Por supuesto, 
al convenio colectivo habra que llegar una vez 
que en este pais esté aclarado cómo se hacen y 
qué peculiaridades tienen los convenios colecti- 
vos en el marco laboral. Eso es algo que en el 
mundo democrático tiene diversas modalidades 
y peculiaridades. Por supuesto, eso habrá que 
adaptarlo al ámbito administrativo, pero eviden- 
temente el término es ése. 

Ha mencionado usted un problema de pro- 
gramación de efectivos, pero se ha referido a un 
colectivo que, como probablemente sabe el se- 
ñor Ramos, es prácticamente el 50 por ciento de 

la función pública de carrera, si no me equivoco, 
que es el de educación. Me perdonará el señor 
Ramos, pero si yo tuviera que ocuparme tam- 
bién de eso, entonces si que me sentiria, con 
justicia, abrumado, porque es un Ministerio ver- 
daderamente con una problemática actual in- 
mensa. 

Como creo que se ha referido a un caso 
concreto, yo creo que aceptara conmigo que ese 
caso se lo podria contestar probablemente el 
Ministro de Educación. 

La necesidad de una programación de efecti- 
vos, evidentemente se ha visto en el caso de la 
AISS; lo que pasa es que el reto que ha asumido 
la Administración con la AISS es un reto dificil, 
es un reto que se ha completado jurídicamente y 
ahora queda la utilización ((de facto», pero es 
dificil y plantea problemas. No sólo el Ministerio 
de la Presidencia, sino el Ministerio de Trabajo 
y el Ministerio de Hacienda están en este mo- 
mento realmente tratando de encontrar una so- 
lución que concilie los derechos adquiridos, la 
motivación de este personal y la eficiencia de la 
Administración, que son los tres principios que 
hay que tener en cuenta a la hora de tratar esta 
cuestión. Si le parece que hay que poner énfasis 
en la politica de programación de efectivos, 
estoy dispuesto a que en otra ocasión hablemos 
de esta cuestión, ciertamente importante. 

El esquema participación implica el esquema 
de negociación, esto es una cuestión semantica. 
El convenio 15 1 de la O. 1. T. -me parece; lo 
cito de memoria y lo tengo por aquí en la 
cartera- creo que marca la participación en la 
fijación de las condiciones de empleo. Esos son 
los terminos de una manera sacrales que ha 
consagrado la Organización Internacional del 
Trabajo en sus largos años de experiencia, en la 
que tanta importancia han tenido políticos y 
sindicalistas socialistas, y a mi me parece que 
atenerse a esa mención sacra1 puede ser navegar 
por agua serena en este mar, porque la partici- 
pación en la fijación de las condiciones de em- 
pleo, evidentemente implicará un proceso de 
negociación, pero en el campo del funcionariado 
estatutario, yo creo que la palabra participación, 
que es la palabra de la O. 1. T., es la adecuada 
y la que yo seguiré utilizando. 

Que hay que ir a la reforma administrativa 
en sentido estricto; que no hay que echarle la 
culpa a los funcionarios ... Yo no creo que en mi 
intervención haya dado motivos para que se 
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haya echado la culpa a los funcionarios. He 
tratado de describir como está el mundo de los 
funcionarios en este proceso político, económico 
y social. 

Que hay que tratar de que las estructuras de 
la Administración se mantengan al margen, si 
no le he entendido mal al señor Ramos, de los 
avatares y las variaciones de la política; que no 
se siga esa política en la que las distintas decisio- 
nes de estructuración del Gabinete han incidido 
de forma a veces traumática, a veces dolorosa, 
a veces irracional, en la propia organización de 
los servicios públicos. 

Me parece que ése es el problema. He creido 
referirme a ese problema en varias ocasiones. 
Desde luego lo que pretendemos es crear unas 
normas que permitan, como en todas partes, o 
como en otros sistema parlamentarios (que no 
son los de todas partes, sino en las menos partes 
del mundo), una formación adecuada del Gabi- 
nete y una representación parlamentaria que en 
cada caso obtenga la responsabilidad mayorita- 
ria, que pueda ser plural a lo largo de una 
historia que deseamos prolongada y que esta- 
mos seguros de lo que será, porque eso es una 
necesidad a lo que tiene que responder un sis- 
tema parlamentario. Al mismo tiempo, he creido 
decir que habia que garantizar esa responsabili- 
dad para que no incidiera en una disfunción o en 
una invasión traumática del campo de los gran- 
des bloques funcionales. Me parece que ya me 
he referido a los grandes bloques de los servicios 
públicos. De manera que yo estoy muy en la 
linea de la preocupación del señor Ramos. 

He dicho que el problema tiene una solución 
técnica dificil, pero sobre la base de la diferen- 
ciación en el Ministerio entre personal político y 
personal administrativo y de carrera, yo creo 
que la solución es posible y que se pueden 
conciliar las necesidades, porque las dos cosas 
son importantes para el funcionamiento de un 
sistema parlamentario y una Administración efi- 
ciente. 

El caso del que el ha tenido conocimiento, 
probablemente personal, en el Gobierno Civil de 
Toledo, lo lamento. Hay un servicio de reclama- 
ciones en la Presidencia del Gobierno, del que el 
señor Ramos probablemente no ha hecho uso, y 
que muy gustosamente le habría atendido en su 
reclamación. Yo diria que si todo lo que se 
puede citar es este caso del Gobierno Civil de 
Toledo iriamos muy bien. Estoy seguro de que 

hay muchos más casos de aplicación indebida 
de los preceptos en un país de treinta y cinco 
millones de habitantes y con tantos funcionarios 
como nosotros. Le doy como botón de muestra 
lo que ocurre en Alemania, que tiene una tradi- 
ción administrativa muy importante, porque 
lleva bastantes años de rodaje con el sistema. El 
Presidente del Tribunal Constitucional alemán 
estuvo aqui recientemente y dijo que la cifra de 
recursos de agravios -ellos tienen una termino- 
logia distinta, pero básicamente viene a ser el 
equivalente al recurso de agravio- ante el Tri- 
bunal Constitucional de Karlsrühe, en el ultimo 
aiio, fue de sesenta y cinco mil. 

Eso quiere decir que el funcionamiento de 
una burocracia grande, en un Estado industriali- 
zado, provoca tensiones, y cuando hay un sis- 
tema de cobertura de los derechos importantes, 
ello provoca un gran número de quejas. Un gran 
número de quejas de las que en cambio - y aqui 
tambien el Presidente del Tribunal Constitucio- 
nal alemas fue muy claro- sólo fueron atendi- 
dos el 2 por ciento de los casos. Es decir, que a 
veces son los ciudadanos los que interpretan mal 
las leyes. Todo es posible. 

En fin, parece que el tema que ha citado el 
señor Ramos es importante. Estamos montando 
en España un sistema de protección jurisdiccio- 
nal y garantias para el administrado, yo diria, 
muy sofisticado. Hay un Tribunal Constitucio- 
nal, hay el recurso de amparo -perdón, antes 
dije de agravios, he cometido un error- y está el 
defensor del pueblo, esa figura importante que 
hay que tratar de ver cómo se conecta y se 
compatibiliza con el funcionamiento tradicional 
de la Administración y con las funciones del 
Ministerio Fiscal del Tribunal Constitucional. 
Yo espero que nuestro funcionamiento nos per- 
mita no llegar a estas cifras a las que han 
llegado en Alemania. 

Hablare ahora de la opresión de la adminis- 
tración sobre el ciudadano. Toda organización 
burocrática, por una ley sociológica, tiende a 
acumular poder, y esta acumulación de poder 
puede ser opresiva. Creo que es una ley socioló- 
gica y toda la labor de la democracia y el 
Estado social de Derecho es evitar que se pro- 
duzcan los efectos negativos de la existencia de 
estas estructuras burocráticas de acumulación 
de poder. Yo diria que ese es uno de los puntos 
cardinales de la politica democrática, en eso 
estamos. Esa es una de las diferencias que nacen 
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ver dónde hay un pais en que funciona una 
democracia y dónde no lo hay. Esa es la gran 
diferencia entre un pais totalitario y un pais no 
totalitario. Creo que en España se ha progre- 
sado todo lo que se debia y podía progresar en 
este tema. Probablemente su expresión no ha 
sido esta -ni yo quiero en cualquier caso citarlo 
literalmente-, pero la opresión de la Administra- 
ción sobre el ciudadano no es la que mas encaja 
en nuestra realidad social; yo, al menos, no la 
comparto, y creo que el señor Ramos tampoco 
se referia a ella con ese carácter. 

Toda organización burocrática genera una 
acumulación de poder sobre el colectivo social 
no burocratizado, y hay que tratar de evitarlo. 
Ese ha sido uno de los problemas internos que 
ha tenido el pensamiento socialista, cómo la 
burocratización puede implicar en el proceso 
socialista -por lo menos como era entendido 
antes- el peligro de un exceso de poder y de 
disfunciones. De manera que el problema es 
permanente en este pais y en todos. Creo que 
tenemos, por supuesto, las garantias jurídicas 
precisas, que existe una voluntad política y que 
el componente sociológico en este momento en 
este país no es el que permite una opresión a la 
Administración sobre el ciudadano. ¿Va a existir 
esa política permanente y diaria? Eso pretende- 
mos, a pesar de que nos movemos en un marco 
de dificultades. Disciplinar a los Ministros es 
tarea que puede ser más que humana, señor 
Ramos; pero, en fin, la Presidencia tiene -como 
el señor Ramos sabe- unas determinadas com- 
petencias que ejerce y que no obedecen al mo- 
delo de competencias totales en materia de fun- 
ción pública. Como él sabe mejor que yo, hay 
varios modelos, de los cuales en este momento, 
a los efectos de este debate, podríamos fijarnos 
en el modelo de competencias totalizadoras, en 
el que hay un Ministerio de la Presidencia que, 
de alguna manera, asume no sólo la materia de 
la función pública, sino también la disciplina 
presupuestaria. En tanto en cuanto la disciplina 
presupuestaria no esté en el mismo Departa- 
mento. sino en el Ministerio de Hacienda, como 
es tradicional en España, es evidente que hay 
una división de competencias que tiene sus ven- 
tajas y sus inconvenientes. No soy partidario en 
este momento de la totalización de competencias 
presupuestarias en la Presidencia, porque en- 
tiendo que en la situación económica actual, 
además de otras muchas consideraciones, yo 
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creo que la reforma de las estructuras adminis- 
trativas debe ser muy realista y lenta para que 
sea eficaz. Además de eso, es que en un mo- 
mento de crisis económica y de perspectivas 
económicas como las que tenemos, la gerencia 
de los fondos públicos que supone la facultad 
presupuestaria debe estar, a mi juicio, muy 
unida a la dirección de la politica económica del 
Gobierno. 

Por tanto, es un mal momento coyuntural, a 
mi juicio, para plantearse ese problema. Eviden- 
temente, el no gozar de las competencias presu- 
puestarias hace que haya que tener una política 
de dialogo con el Ministerio de Hacienda. Res- 
pecto de la afirmación de que el señor Dalmau 
manda mucho, sí manda mucho y manda bien, 
porque sabe mucho de estas cosas y ha acumu- 
lado una gran experiencia; pero al final, cuando 
hay problemas que tienen la suficiente entidad, 
hay una política de entendimiento entre la Presi- 
dencia y Hacienda, que se resuelven, como to- 
das las políticas interdepartamentales, en la dis- 
ciplina y solidaridad del Consejo de Ministros. 
Disciplina y solidaridad de Consejo de Ministros 
que, como se sabe, son también una regla de oro 
en una democracia parlamentaria. 

En cualquier caso, yo sí le puedo decir al 
señor Ramos, para terminar, que si Presidencia 
en este momento, en vez de asumir, digamos, 
esta acción gradual del problema -gradual, pero 
ambiciosa, porque evidentemente se va a la 
profundidid-, pretendiera asumir las necesarias 
competencias presupuestarias para tener en su 
mano realmente toda la politica de Función 
Pública, entonces sí que el Ministro de la Presi- 
dencia tendria muchos motivos para sentirse 
abrumado. Y con esto termino mi intervención. 

Respecto a la pregunta concreta, si.el señor 
Ramos no tiene inconveniente y la Comisión lo 
autoriza, pediría que fuera contestada por el 
Secretario General Técnico para dar una infor- 
mación más puntual. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el 
señor Secretario General Técnico. 

El señor SECRETARIO GENERAL TEC- 
NICO DE LA PRESIDENCIA (Gorrochategui 
Alonso): Señor Presidente, señoras y señores 
Diputados, sobre el tema del Convenio Colec- 
tivo del personal laboral del ((Boletín Oficial del 
Estado)), me complace informar al señor Ramos 



que se han celebrado durante todo el mes pa- 
sado contactos informales muy intensos con el 
Comite de empresa del organismo para llegar a 
la formalización de este Convenio. Que en fecha 
muy reciente, me parece que ha sido ayer u hoy 
mismo, se ha formalizado por el propio Comité 
de empresa la parte laboral de la Comisión 
negociadora del Convenio; seguidamente lo ha- 
rá la Dirección, y, por consiguiente, las conver- 
saciones ya formales pueden empezar cualquier 
día de estos. 

El clima entre ambas partes es bastante 
bueno este año y la confianza es que se pueda 
llegar, por supuesto, antes de la fecha de extin- 
ción del laudo vigente, que es el 3 1 de diciembre, 
a un nuevo Convenio satisfactorio, que incluso 
podrá servir de modelo para organismos de 
estas dimensiones y este tipo en el ámbito de la 
Administración Pública, y que, por el momento, 
no parece detectarse ninguna dificultad que 
pueda ser insalvable para llegar a este resultado, 
en el que todos, tanto la parte laboral, cuya 
voluntad es excelente para llegar a este acuerdo, 
como la Dirección, están poniendo el máximo 
empeño, como creo que todos deseamos. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el 
señor Ramos. 

El señor RAMOS FERNANDEZ-TORRE- 
CILLA: Señor Presidente, nada más que para 
abundar (quiza he hecho algunas afirmaciones 
algo exageradas) en que el tema requiere una 
dedicación importante por parte del Gobierno, 
porque la Administración es el instrumento de 
que dispone este Gobierno, y los que vengan, 
para ejecutar la politica, y si ese instrumento no 
está suficientemente engrasado, y si ese instru- 
mento no responde a las condiciones definidas 
en la Constitución, sucede que el ciudadano 
particular, por muchas declaraciones que aqui 
hagamos en el Parlamento, observara que luego 
no tienen esa concreción. 

Por eso es por lo que hablaba de la importan- 
cia del Departamento, de la importancia de esta 
politica de reforma administrativa y de función 
pública. La importancia deviene, fundamental- 
mente, de que es el instrumento de que dispone 
el Gobierno para llegar a los administrados, y 
eso es necesario que tenga una atencion prefe- 
rente por parte del Gobierno; que preceda, si 
fuera posible, a otros temas., 

Indudablemente, también tiene importancia 
que no hay duda que tiene que ver con la 
situación economica del pais. No me cabe nin- 
guna duda de que para poder reformar hay que 
pagar bien y para pagar bien no estamos en la 
mejor coyuntura. Para pagar bien a los funcio- 
narios no estamos en el mejor momento. De eso 
soy absolutamente consciente, pero quiza no 
debemos imitar los ejemplos del exterior, que 
son aquellos que en el tema de la funcion pú- 
blica dicen que hay que reducir los gastos públi- 
c o s - ~  se pague menos a los funcionarios, pero a 
costa de permitirles el que hagan lo que les 
venga en gana, o se tomen la compensación por 
otra parte. Que ese viejo dicho de la Administra- 
ción de que «me engañan en el sueldo, pero no 
en el trabajo», no sea realidad es algo a lo que 
tenemos que contribuir entre todos. Y que esto 
necesita una dirección diaria y una permanente 
vigilancia por parte del responsable político, es 
algo que tiene, está reflejado en otro dicho que 
le voy a relatar al señor Ministro de la Presiden- 
cia: cuando el Ministro llega un día temprano al 
Departamento y se encuentra con que los fun- 
cionarios no han llegado, llama al Oficial Mayor 
y envia una circular recordando el horario. En- 
tonces los funcionarios cuando la reciben dicen 
aquello de: «Lunes y martes, después como 
antes.)) Pues para que no sea así, es necesaria 
esa vigilancia permanente del Gobierno y del 
poder político sobre el tema. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, 

¿Tiene que decir algo el señor Ministro? 

El señor Ministro de la Presidencia tiene la 

señor Ramos. 

(Pausa.) 

palabra. 

El señor MINISTRO DE LA PRESIDEN- 
CIA (Perez-Llorca Rodrigo): Yo le queria decir 
al señor Ramos que, evidentemente, el gran 
peligro que existe, cuando ha hablado antes del 
convenio, es que se llegue al convenio colectivo 
tácito, que consiste en que se paga poco y no se 
trabaja o se trabaja poco, y eso es un peligro, y 
hay no precedentes, sino coincidentes extranje- 
ros en este momento, que indican la peligrosidad 
enorme de ese camino para la desmoralizacion y 
desintegración de la Función Publica. 

Yo le aseguraria que, en la medida de la 
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fuerza y de la voluntad politica del Gobierno, 
eso se tratará de evitar y se evitará y lo evitare- 
mos de lunes a sábado. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, 
señor Ministro. 

Vamos a pasar al segundo punto del orden 
del dia, que es la pregunta sobre el funciona- 
miento del 1N1. 

El señor Ministro tiene la palabra. 

El señor MINISTRO DE LA PRESIDEN- 
CIA (Perez-Llorca Rodrigo): Si el señor Ramos 
no tiene inconveniente le diré que me he dirigido 
al señor Presidente del Congreso, con fecha 21 
de junio, en el sentido de que, siendo as¡ que el 
Instituto Nacional de Industria tiene una organi- 
zación especial, al margen de la general de las 
entidades estatales autónomas, yo no tengo nin- 
guna competencia sobre el personal del INI. He 
estado repasando hoy el expediente y se lo he 
comunicado, con fecha 21 de junio, a la Presi- 
dencia del Congreso. Difícilmente en este asunto 
yo puedo decir mas que esto: que pertenece a 
otro Departamento del Gobierno y yo, tan 
pronto recibi la interpelación, lo comuniqué as¡ 
al Congreso, por oficio. 

Creo que hoy he demostrado, de alguna 
manera, mi disponibilidad para contestar a las 
preguntas de los señores Diputados; pero, real- 
mente, esta pregunta no es de mi competencia, y 
siento que nos hayamos colocado en esta situa- 
ción procesal. 

Pido excusas al señor Ramos por anticipado 
si no estuviera de acuerdo con mi punto de vista. 

El señor PRESIDENTE: El señor Ramos 
tiene la palabra. 

El señor RAMOS FERNADEZ-TORRECI- 
LLA: Yo lamento, evidentemente, que se haya 
incluido la pregunta en el orden del día si la 
Comisión entendió que no era procedente. 
Pienso que la Mesa deberia haber recibido la 
comunicación a la Cámara. Yo no he recibido 
ninguna comunicación de la Cámara más que el 
orden del dia de hoy y, en consecuencia, la 
pregunta no sé si la formulaba concretaniente al 
Ministro de la Presidencia o al Gobierno. For- 
malmente, al Ministro de la Presidencia, quizá 
porque yo  no  estoy de acuerdo con el Ministro 

en que el deba tener una competencia residual, 
sino que entendía que era un tema, la función 
pública, que le afectaba. Pero, en todo caso, 
pienso que debería haber sido la Mesa la que 
hubiera tomado una determinación sobre mi 
pregunta. 

El señor PRESIDENTE: La Presidencia de 
la Comisión tuvo unas conversaciones con el 
señor Ministro; hablé también con el señor Ra- 
mos y hemos hablado con la Presidencia del 
Congreso, que no ha dicho que fuera competen- 
cia de otro Ministro, y la ha mantenido en esta 
Comisión, 

El señor RAMOS FERNANDEZ-TORRE- 
CILLA: Yo me voy a permitir formular la 
pregunta al señor Ministro de la Presidencia. 
Entiendo que la contestación no pueda dar la 
precisión necesaria, pero pienso que el señor 
Ministro de Industria es juez y parte en el tema, 
y aunque no sé si voy a convencer al señor 
Ministro de la Presidencia, en todo caso, pienso 
que puede ser bueno el que la oiga y en cual- 
quier caso, abreviamos y terminamos el tramite 
y no seguimos con la pregunta colgando sin 
saber dónde colocarla. 

El objeto de la pregunta es averiguar cuales 
son las razones políticas y jurídicas por las que 
no se aplica al personal del INI el Estatuto de 
personal al servicio de los Organismos Autonó- 
mos, formulado por decreto 2.042/197 1 de 23 
de diciembre. Y la causa de formular esta pre- 
gunta es que estos funcionarios están siendo 
objeto de una evidente discriminación 'que les 
perjudica. El personal funcionario del INI se 
encuentra con que, la discriminación derivada 
de la no aplicación del Estatuto de personal al 
servicio de Organismos Autónomos, les esta 
originando los siguientes perjuicios: primero, tie- 
nen un regimen retributivo diferente del que les 
corresponderia como tal personal de Organis- 
mos Autónomos, que tiene las siguientes particu- 
laridades: primera, es mas arbitrario; segunda, 
no se atiene a las normas dadas por las leyes de 
presupuestos y, como colofón, que al no haber 
ningún tipo de negociación, se encuentran en la 
más absoluta indefensión,, incluso en una inde- 
fensión mayor que el funcionario normal que ve 
plasmada en cada Ley de Presupuestos, cual va 
a ser, aunque escasa, la distribución de los 
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aumentos que se producen. Es decir, que ese 
personal se encuentra con que el regimen es más 
arbitrario; no negocia porque su condición de 
funcionario no le permite negociar y no se le 
aplica la Ley de Presupuestos, que es la ley 
soberana en el tema de los retribuciones. Esto 
origina que las retribuciones de este personal 
son inferiores a las ckl resto del personal de 
Organismos Autónomos; ganan menos y no 
tienen derecho a protestar y pedir. ¿Por qué 
razón no se les aplica la Ley de Presupuestos, el 
Estatuto que de alguna manera les debia corres- 
ponder; y por que razón cobran menos que 
otros funcionarios de idéntico o parecido nivel? 
No tienen plantillas orgánicas, lo que origina 
perturbaciones en el funcionamiento del orga- 
nismo, cuando el propio señor Ministro ha men- 
cionado antes la necesidad de profesionalizarse 
en la carrera. Va en contra de este sistema y 
origina que exista mayor arbitrariedad en sus 
puestos de trabajo. 

Hay incluso una regulación diferente de las 
situaciones administrativas que suelen ser gene- 
d e s ,  y que el propio organismo de Entidades 
Autónomas o hace sino copiar de la Ley Gene- 
ral de Funcionarios. Pero la razon por la que 
estos funcionarios tienen miedo y estin en una 
situación en la que reclaman el legítimo derecho 
de que se aplique el Estatuto de personal de 
Entidades Autónomas, es una razón política, y 
es que más pronto o mis tarde, el INI va a ser 
reformado. íhgicamente ellos desean que antes 
de esa reforma, a la que realmente se aplican 
-porque sus directivos vienen de la empresa 
privada-, criterios de empresa privada, desean 
tener perfectamente definido el status funciona- 
rial, que inequívocamente les corresponde, al 
parecer según todos los dictámenes jurídicos, 
excepto el del propio Instituto, que sigue apli- 
cando una legislación a la que me voy a referir 
brevemente y que, indudablemente, es una legis- 
lación no aplicable al caso. 

Digo que la preocupación fundamental no es 
porque ganen menos ni tengan un régimen retri- 
butivo diferente, sino porque se ven permanente- 
mente amenazados de que el INI vaya a ser 
objeto (como, por otra parte, mi Grupo Parla- 
mentario ha reclamado y reiterado, como así 
estaba incluso en los Pactos de la Moncloa) de 
esa reforma del organismo al que prestan sus 
servicios y vienen prestando desde hace mucho 
tiempo. Se encuentran con que no tienen perfec- 

tamente definido su status funcionarial. Incluso 
lo tienen definido en contra de lo que sería la 
legislación en vigor. 

Yo creo que no se puede disponer de unos 
funcionarios como se dispone del material, en 
eso estamos de acuerdo, o como se dispone del 
edificio administrativo. Parece que la intención 
del INI o la intención del Consejo de Adminis- 
tración, con alguna discrepancia por lo que he 
oído en la actas del Consejo, es que a este 
personal hay que darle un tratamiento de em- 
presa privada y que sobran muchos funciona- 
rios. Es necesario hacer una regulación de plan- 
tillas, etc. 

Creo que si hemos respetado todos los con- 
venios colectivos, este del INI no tiene que ser 
una excepción, y no vamos a cargar la mano 
sobre el ahora en esta situación. Las razones 
jurídicas parece que no se sostienen. Dice el INI 
que el Decreto-ley 20/1977, que es el Decreto 
que le excluyó de la Ley de Entidades Estatales 
Autónomas, se refiere inequívocamente a mate- 
rias de personal, pero esto no queda definido 
expresamente, porque más bien la motivación de 
este .Decreto 20/1977 era por razones financie- 
ras y tecnicas del propio Instituto. Indudable- 
mente, el INI ha interpretado que este Decreto 
le permite que su personal no esté incluido en la 
Ley de Entidades Estatales Autónomas y, por 
tanto, en el Estatuto del personal de Organismos 
Autónomos. 

No obstante, el artículo tercero de este De- 
creto-ley 20/ 1977, ha sido expresamente dero- 
gado por la Ley General Presupuestaria, que ha 
vuelto a incluir al INI entre los Organismos 
Autónomos sometidos a la Ley de Entidades 
Estatales Autónomas. No parece que exista nin- 
guna razón para que no se incluya al personal 
del INI dentro del Estatuto General del personal 
de Organismos Autónomos. Es decir, nos en- 
contramos con que los funcionarios del INI 
estuvieron sometidos a la Ley de Entidades 
Estatales Autónomas, y lo hubieran estado al 
Estatuto de Personal de Organismos Autóno- 
mos si en aquel momento hubiera estado en 
vigor el Decreto-ley que posteriormente se dictó; 
estuvieron sometidos a esa ley desde el 14 de 
abril de 1962, hasta el Decreto-ley de 24 de 
diciembre de 1970. Eran inequívocamente fun- 
cionarios de un Organismo Autónomo, porque, 
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como tal, venia aefinido, en la Ley de Entidades 
Estatales Autonomas, el INI. 

A partir del Decreto-ley de 20 de diciembre, 
y en la mejor o mas generosa interpretacion 
para el INI, quedan excluidos de esa ley, lo cual 
no significa que pierdan su condicion de funcio- 
narios públicos, sino que no se les aplicaría esa 
norma general. Eso seria correcto, en todo caso, 
hasta la Ley General Presupuestaria, en que, al 
derogar expresamente ese articulo del Decreto- 
ley 20/ 1977, estos funcionarios volverian a estar 
incluidos dentro de las normas generales del 
Instiiuto Nacional de Industria. 

La razon es de tan poco peso que el Instituto 
degz que la Ley General Prespuestaria ha dero- 
gado e! Decreto-ley 20/1977 en aquello en lo 
que afecte a la Ley General Presupuestaria 
como es absolutamente evidente, y dice que no 
lo ha derogado eri materia de personal, cuando 
I D  que es discutible tambitin es que el Decreto- 
ley 20/1977 hubiera incluido las materias de 
personal en el tema. Pero, aun admitiendo que el 
!nstituto ha quedado excluido de la Ley de 
Entidades Estatalcs Autónomas ae 20 de di- 
ciembre de i970. hasta la e~t:ada en vigor, de la 
Ley Presupuestarie, no hay diida que estos Tiin- 
cimarios lo fueror! h s t z  el 22 de diciembre de 
iCJ?O, que lo han viielto a ser ciespués de ia Ley 
Ge,ieral Presupuestzrla, y que no hay ninguna 
rüzon para que no se les aplique el Estatuto de 

en cl terna re!ributivo rro se les aplicye lii Ley  de 
Presupiiestos eti sus C ' i s p O S i ~ i O i ~ ~ ~  eii tnateria de 
c. :! U i,! a sal arial. 

Creo que el tema tiene también, por parte de 
funcionarios. cauces jurídicos que estan. 10- 

gicaríiente. en los recursos planteados. Pero en- 
tiendo q ~ t e  e. esa razón política de que los 
fcincionarios tienen derecho a pensar que cuai- 
quier reforma que $:aya a hacerse del INI ha de 
hacerse con una clarificaciÓn de su propio statlis 
juridico o de su status funcionarional, lo que ha 
motivado esta pregunta para la que espero Ir 
contestación del Gobierno, si no en esta sesión, 
porque e! Ministro estime que no pgede darla, 
que quede pospuesta a darla por escrito a través 
del Ministerio correspondiente. e incluso si fuera 
posible, independienteniente de que en la Comi- 
sión asi se haga, rogaría a la Mesa la trasladara 
al Ministerio competente y que este la ertviara 
por escrito. 

p..,-- c.* a n a l  de Organismcs Aut3nonos y pzra que 

El señor PRESIDENTE: El señor Ministro 
tiene la palabra. 

El señor MINISTRO DE LA PRESIDEN- 
CIA (Perez-Llorca Rodrigo): Quiero reiterar, en 
primer lugar, al señor Ramos que me he dirigido 
a esta Casa el 20 de junio, despues de consultar 
a mis servicios y al Ministerio de Industria y 
llegar, p o r  acuerdo de ambos, a la conclusión de 
que esta pregunta debia ser contestada por el 
Ministerio de Industria, por entender unos y 
otros servicios qce ese personal no se cncon- 
traba al amparo de la legislación del Estatuto de 
personal de Organismos Autónomos, cuestión 
clave de la pregunta del señor Ramos. 

Me permitirá el señor Ramos que en este 
momento no me pronuncie sobre este tema. 
Traigo un  informe que dice lo mismo, pero no le 
aportzria ningún dato. De todos modos, le diré 
qu;: el 20 de junio. mi posicion quedaba clarifi- 
cada. Ccmo el señor Ramos ha planteado CWS- 

t imes de fondo, quisiera adelantarle algún crite- 
rio en e! seatido de que el problema legal es 
cuestión de estudiarlo y ver quien tiene la razón. 
Por supuesto, en ultima instancia estan los Tri- 
bunales, como el ha indicado, pero creo que he 
aportado unos datos faciles de estudiar y de 
reconsiderar. 

Los servicios de Presidencia y de Industria 
coincidieron en que el tema era de la exclusiva 
competencia del Ministerio de Industria, come 
ente que está incardinado en el Estatuto de 
Entidades Estztaics Autbnomas por el carhcter 
especial del INI.  

Sin embargo, ha planteado dos cuestiones. 
Una, la consideración de funcionarios de uno u 
otro regimen -ésa es la cuestion-, y otra, la 
posibilidad de una política de algun modo agrc- 
siva contra los derechos e intereses de estos 
funcionarios. En esas dos cuestiones, yo coin- 
cido en que porque sean funcionarios de status 
especial, no dejan de ser funcionarios públicos, 
no han dejado de ser funcionarios públicos, 
porque lo fueron. Por supuesto, no conozco que 
Existan esos propositos de alguna manera lesivos 
3 agresivos contra los intereses del personal. Y 
:n esta situación que nos encontramos. Como el 
señor Ramos me parece que habia pedido, en 
3rimer lugar, que esta pregunta fuera contestada 
3or escrito, me ofrezco a que el Gobierno, a 
:raves del Ministerio que definitivamente se de- 
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clare competente, le amplie ai señor Ramos la 
informacion por escrito. 

El sei'íor PRESIDENTE: Gracias, señor Mi- 
nistro. Solamente nos queda agradecer, una vez 
mas. la presencia del sei'íor Ministro entre noso- 

tros esta tarde, su interesante y sólida interven- 
ción y dar las gracias también por la presencia 
de sus asesores. 

Se levanta la sesion. 

1 
Era,i las siete de la tarde. 
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